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«En la ciudad de Sevilla, a ocho de septiembre de mil
novecientos noventa y nueve.

Visto el recurso ordinario interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Por el Ilmo. Sr. Delegado del Gobierno de la
Junta de Andalucía se dictó Resolución en el expediente arriba
referenciado.

Segundo. Notificada la misma el día 17 de agosto de
1998, se interpuso por el interesado recurso ordinario con
fecha 17 de septiembre de 1998.

FUNDAMENTO JURIDICO

Unico. El artículo 114.2 de la Ley 30/1992, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, establece que el plazo para la inter-
posición del recurso ordinario será de un mes, cuyo cómputo,
de acuerdo con el artículo 48, apartados 2 y 4, se realiza
a partir de la fecha en que tenga lugar su notificación, y el
plazo se computará de fecha a fecha.

Del examen del expediente administrativo resulta que el
interesado recibió la notificación de la Resolución que ahora
se recurre el día 17 de agosto de 1998, y presentó recurso
ordinario el 17 de septiembre del mismo año, constatándose
que éste fue interpuesto fuera del plazo legalmente establecido,
por exceder del mes de “fecha a fecha”. Ya que si se contara
el día de la interposición, el plazo sería de un mes y un día,
excediéndose del plazo de un mes referido; por lo que debe
declararse firme la Resolución recurrida. Dicho recurso tenía
como último día de plazo para su interposición el día 16 de
septiembre de 1998.

En el mismo sentido de interpretación de las normas refe-
ridas a los plazos que establece la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, se expresa también el informe del Gabinete Jurídico
de la Junta de Andalucía de 17.12.1997, que cita en apoyo
de su interpretación las sentencias del Tribunal Supremo de
9.1.1991 y de 3.10.1992, así como la sentencia del Tribunal
Constitucional 32/1989, de 13 de febrero.

Vistos los preceptos citados, concordantes y demás de
general y especial aplicación, resuelvo no admitir el recurso
ordinario interpuesto fuera de plazo, confirmando la Resolución
recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante el Juzgado de lo
Contencioso-Administrativo donde tenga su domicilio el
demandante, o se halle la sede del órgano autor del acto ori-
ginario impugnado, a elección de aquél; todo ello de con-
formidad con lo dispuesto en los artículos 8, 14 y 46 de
la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administra-
tiva, de 13 de julio de 1998. El Secretario General Técnico,
P.D. (Orden 11.12.98). Fdo.: Rafael Cantueso Burguillos».

Sevilla, 22 de octubre de 1999.- El Secretario General
Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 22 de octubre de 1999, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
Resolución adoptada por la Consejera resolviendo el
recurso ordinario interpuesto por don Enrique Guerrero
Sánchez contra la Resolución recaída en el expediente
sancionador J-016/98-EP.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de

las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Enrique Guerrero Sánchez, contra la Reso-
lución de la Ilma. Sra. Delegada del Gobierno de la Junta
de Andalucía en Jaén, por la presente se procede a hacer
pública la misma, al no haberse podido practicar en su domi-
cilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación y
Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4,
Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acreditación de
su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a diez de septiembre de mil
novecientos noventa y nueve.

Visto el recurso ordinario interpuesto y en base a los
siguientes:

A N T E C E D E N T E S

Pr imero. El procedimiento sancionador núm.
J-016/98-EP, tramitado en instancia, se fundamenta en la
denuncia formulada por Agentes de la Autoridad, incluidos
en el ámbito de aplicación de la Ley Orgánica 2/1986, de
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad; por comprobación de los
Agentes de que en el establecimiento público reseñado en
el citado procedimiento se produjo el incumplimiento del hora-
rio permitido a dichos establecimientos, por el exceso de la
hora de cierre con respecto a aquélla en que el mismo debería
encontrarse cerrado al público y sin clientes en su interior.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista por la Delegación del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía correspondiente, se dictó Resolución por la que se impo-
nía una sanción consistente en multa, como resultado de la
constatación de la comisión de una infracción a lo dispuesto
en el artículo 1 de la Orden de 14 de mayo de 1987 por
la que se determina el horario de cierre de los espectáculos
y establecimientos públicos, en relación con el artículo 26.e)
de la Ley Orgánica 1/92, de 21 de febrero, sobre protección
de la seguridad ciudadana.

Tercero. Notificada oportunamente la Resolución sancio-
nadora, el interesado interpone en tiempo y forma recurso
ordinario, cuyas argumentaciones se dan por reproducidas,
al constar en el correspondiente expediente administrativo.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

A tenor de lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley
6/83, de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de
la Comunidad Autónoma, es competente para la resolución
del presente recurso la Excma. Sra. Consejera de Gobernación
y Justicia.

La Orden de 11 de diciembre de 1998 delega la com-
petencia en materia de resolución de recursos administrativos,
excepto en materia general de función pública y los que afecten
al personal funcionario de la Administración de Justicia, en
el Ilmo. Sr. Secretario General Técnico de la Consejería de
Gobernación y Justicia.

I I

Alega el recurrente, en primer término, la caducidad del
expediente, de conformidad con lo dispuesto en el artícu-
lo 43.4 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, puesto
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en relación con el artículo 24.4 del Reglamento del proce-
dimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora, por
cuanto, desde el inicio del expediente sancionador hasta su
resolución, ha transcurrido en exceso el plazo establecido.

No obstante, la causa de impugnación alegada no puede
prosperar. En efecto, debe señalarse que de conformidad con
el artículo 43.4 de la Ley 30/92, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, vigente durante la tramitación, preceptúa que
cuando se trate de procedimientos iniciados de oficio no sus-
ceptibles de producir actos favorables para los ciudadanos,
se entenderán caducados y se procederá al archivo de las
actuaciones, a solicitud de cualquier interesado o de oficio
por el propio órgano competente para dictar la resolución,
en el plazo de treinta días desde el vencimiento del plazo
en que debió ser dictada, excepto en los acaso de que el
procedimiento se hubiera paralizado por causa imputable al
interesado, en los que se interrumpirá el cómputo del plazo
para resolver el procedimiento.

Este plazo es en el presente caso el previsto en el Decre-
to 124/1997, de 22 de abril, de la Junta de Andalucía, que
establece la obligación de resolver en un año los procedimien-
tos sancionadores en materia de juego, apuestas y espectá-
culos públicos, en su artículo único, plazo que ha sido
respetado.

I I I

Mantiene también el recurrente que durante la tramitación
del expediente se ha prescindido total y absolutamente del
procedimiento legalmente establecido, incurriendo en nulidad,
al adoptarse la resolución prescindiendo del trámite de audien-
cia al interesado, causándosele indefensión. Sin embargo, este
motivo tampoco puede prosperar, por cuanto que examinadas
las actuaciones se aprecia que el acuerdo de iniciación le
fue notificado al interesado con la expresa advertencia de que
podía aportar cuantas alegaciones, documentos o informes
estimara convenientes y, en su caso, proponer prueba, ofre-
ciéndosele audiencia en el procedimiento, derecho del que
hizo uso el ahora recurrente presentando escrito de descargos,
en el que, como se señala en la Resolución, se venía a reco-
nocer los hechos denunciados, si bien se solicitaba la gra-
duación de la sanción al mínimo.

I V

Finalmente, reitera la solicitud de reducción de la sanción
al mínimo previsto legalmente, atendiendo al principio de pro-
porcionalidad y dadas las circunstancias del caso, alegación
que tampoco puede obtener favorable acogida.

De conformidad con el principio de proporcionalidad, la
Administración, al poder imponer una sanción pecuniaria,
debe atenerse específicamente a las circunstancias concurren-
tes para graduar la cuantía de la multa imponible (SS.T.S.
de 14 de abril de 1981 y 8 de abril de 1998, entre otras).
De este modo, aunque el órgano administrativo tenga la facul-
tad discrecional de, sin rebasar el límite máximo que le orde-
namiento jurídico le señala, imponer la sanción que estime
adecuada (STS de 14 de junio de 1983), la proporcionalidad
le obliga a tomar en cuenta las circunstancias objetivas y sub-
jetivas que a la contravención rodean, evitando así ejercitar
la discrecionalidad más allá de lo que consientan los hechos
determinantes del acto administrativo (STS de 10 de julio de
1985).

En este sentido, el artículo 30 de la Ley Orgánica 1/1992,
de 21 de febrero, sobre protección de la seguridad ciudadana,
establece que las respectivas normas reglamentarias podrán
determinar, dentro de los límites establecidos por la presente
Ley, la cuantía de las multas por la comisión de las infrac-
ciones, teniendo en cuenta la gravedad de las mismas, la

cuantía del perjuicio causado y su posible trascendencia para
la prevención, mantenimiento o restablecimiento de la segu-
ridad ciudadana; idénticos criterios tendrán en cuenta las auto-
ridades sancionadoras, atendiendo, además, al grado de cul-
pabilidad, reincidencia y capacidad económica del infractor,
para concretar las sanciones que proceda imponer y, en su
caso, para graduar la cuantía de las multas. Por su parte,
el artículo 131 de la Ley 30/92, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, indica que en la imposición de sanciones por las
Administraciones Públicas se deberá guardar la debida ade-
cuación entre la gravedad del hecho constitutivo de la infrac-
ción y la sanción aplicada en los términos que reglamenta-
riamente se determinen.

De otro lado, el artículo 28.1.a) de la Ley Orgánica
1/1992, antes citada, indica que las infracciones calificadas
como leves serán sancionadas con multas de hasta 50.000
pesetas. En el presente supuesto, la Delegación del Gobierno,
realizando una valoración ponderada de las circunstancias del
caso, y, especialmente, teniendo en cuenta el número de per-
sonas que se encontraban en el establecimiento fuera del hora-
rio establecido, al menos 150 según la denuncia de los Agentes
policiales, extremo no negado por el recurrente, ha impuesto
a los hechos constitutivos de una infracción leve una sanción
de multa de 50.000 pesetas, que está dentro del límite esta-
blecido en dicho precepto, de lo que resulta su adecuación
y proporcionalidad.

En consecuencia, vistos la Ley Orgánica 1/1992, de 21
de febrero, sobre protección de la seguridad ciudadana; el
Real Decreto 2816/82, de 27 de agosto, por el que se aprueba
el Reglamento general de policía de espectáculos públicos y
actividades recreativas; la Orden de 14 de mayo de 1987,
por la que se determinan los horarios de cierre de espectáculos
y establecimientos públicos, así como las demás normas de
especial y general aplicación, resuelvo desestimar el recurso
interpuesto, confirmando la Resolución recurrida.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante el Juzgado de lo
Contencioso-Administrativo donde tenga su domicilio el
demandante, o se halle la sede del órgano autor del acto ori-
ginario impugnado, a elección de aquél, todo ello de con-
formidad con lo dispuesto en los artículos 8, 14 y 46 de
la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administra-
tiva, de 13 de julio de 1998. El Secretario General Técnico,
P.D. (Orden 11.12.98). Fdo.: Rafael Cantueso Burguillos».

Sevilla, 22 de octubre de 1999.- El Secretario General
Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 22 de octubre de 1999, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
Resolución adoptada por la Consejera de rectificación
de error material de la Resolución de esta Consejería,
de 9 de noviembre de 1998, al recurso ordinario inter-
puesto por don Antonio Borrero Borrero contra la Reso-
lución del Delegado del Gobierno de Sevilla de 25 de
marzo de 1997, recaída en el expediente sancionador
núm. ET-60/96/SE.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente, don Antonio Borrero Borrero, de rectificación
de error material de la Resolución de esta Consejería de fecha
9 de noviembre de 1998, por la presente se procede a hacer
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pública la misma al no haberse podido practicar en su domi-
cilio, reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación y
Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva,
4, Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acreditación
de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a cuatro de mayo de mil nove-
cientos noventa y nueve.

A N T E C E D E N T E S

Primero. Con fecha 9 de noviembre de 1998 se dicta
Resolución de la Excma. Sra. Consejera de Gobernación y
Justicia, en el expediente sancionador arriba referenciado, al
recurso ordinario interpuesto por don Antonio Borrero Borrero,
en la que se acuerda:

“Procede desestimar el recurso interpuesto, confirmando
la Resolución sancionadora y la sanción impuesta, por la comi-
sión de la infracción administrativa ya identificada”.

Comprobándose de oficio por la Administración que la
citada Resolución incurrió en un error material consistente
en que en su Fundamento Jurídico IV se argumenta que “Con
respecto a la cuantía de la sanción impuesta en la Resolución
del procedimiento sancionador, debe tenerse presente que el
art. 18 de la Ley 10/91, de 4 de abril, sobre potestades admi-
nistrativas en materia de espectáculos taurinos, establece que
por las infracciones graves se impondrá la sanción de multa
de 25.000 a 10.000.000 de pesetas. Teniendo en cuenta
que las dificultades padecidas por el imputado en la tramitación
del procedimiento sancionador no son atribuibles al actuar
de la Administración, el cual ha sido correcto; y la circunstancia
del festejo, festival en el que los espadas actuaban desin-
teresadamente, se puede concluir que lo más acorde con la
equidad supone el reducir la cuantía de la sanción impuesta
al mínimo que establece el artículo de la Ley citado”, lo que
no resulta acorde con la Resolución del recurso, debiendo
constar en su parte final que procede la estimación parcial
del recurso interpuesto en lo que respecta a la reducción de
la cuantía de la sanción impuesta al mínimo reglamentario.

FUNDAMENTO JURIDICO

Unico. Que el artículo 105, apartado 2, de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, establece que las Administraciones Públicas
podrán, asimismo, rectificar en cualquier momento, de oficio
o a instancia de los interesados, los errores materiales, de
hecho o aritméticos, existentes en sus actos.

Que el error material padecido no altera el contenido de
la Resolución de la Excma. Sra. Consejera de Gobernación
y Justicia de 9 de noviembre de 1998 en el expediente san-
cionador núm. ET-60/96/SE.

En consecuencia, vista la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas
y del Procedimiento Administrativo Común, resuelvo rectificar
el error material detectado en la Resolución de 9 de noviembre
de 1998, quedando redactada la parte final de la misma en
la forma siguiente:

“Vistos la Ley 10/1991, de 4 de abril, sobre potestades
administrativas en materia de espectáculos taurinos; el Real
Decreto 145/1996, de 2 de febrero, por el que se modifica
y da nueva redacción al Reglamento de espectáculos taurinos,
así como las demás normas de especial y general aplicación,
resuelvo estimar parcialmente el recurso ordinario interpuesto,

modificando la cuantía de la sanción a su grado mínimo lo
que supone una multa de 25.000 ptas., de acuerdo con lo
argumentado en el Fundamento Jurídico IV, confirmando el
resto de la Resolución sancionadora”.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses, a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante el Juzgado de lo
Contencioso-Administrativo donde tenga su domicilio el
demandante, o se halle la sede del órgano autor del acto ori-
ginario impugnado, a elección de aquél; todo ello de con-
formidad con lo dispuesto en los artículos 8, 14 y 46 de
la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administra-
tiva, de 13 de julio de 1998. El Secretario General Técnico,
P.D. (Orden 11.12.1998). Fdo.: Rafael Cantueso Burguillos».

Sevilla, 22 de octubre de 1999.- El Secretario General
Técnico, Rafael Cantueso Burguillos.

RESOLUCION de 22 de octubre de 1999, de la
Secretaría General Técnica, por la que se notifica la
Resolución adoptada por la Consejera resolviendo el
recurso ordinario interpuesto por don Antonio Pérez
Pérez, en representación de Recreativos Alcoba, SL,
contra la Resolución recaída en el expediente sancio-
nador GR-161/98-M.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Antonio Pérez Pérez, en representación de
«Recreativos Alcoba, S.L.», contra la Resolución del Ilmo. Sr.
Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Granada,
por la presente se procede a hacer pública la misma al no
haberse podido practicar en su domicilio, reproduciéndose a
continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación y
Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4,
Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acreditación de
su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a catorce de septiembre de mil
novecientos noventa y nueve.

Visto el recurso ordinario interpuesto y con base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Pr imero. El procedimiento sancionador núm.
GR-161/98-M tramitado en instancia se fundamenta en el
acta levantada por miembros de la Inspección del Juego y
Apuestas de la Junta de Andalucía, por comprobación de los
inspectores de que en el establecimiento público que consta
en el citado procedimiento sancionador, se produjo la ins-
talación de una máquina recreativa del tipo B, sin el corres-
pondiente boletín de instalación, y de otra máquina de igual
clase sin el documento justificativo del abono de las tasas
fiscales, siendo las citadas máquinas propiedad de la empresa
sancionada.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, fue dictada resolución por el Ilmo. Sr. Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía correspondiente, por la
que se imponían a la entidad denunciada, tres sanciones con-
sistentes en multa. Todo ello, como responsable de la carencia
de la preceptiva autorización de instalación prevista en el ar-


